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INFORME DE REFERENCIAS A LA DISCAPACIDAD Y LA DEPENDENCIA EN MATERIAS SOCIALES EN LA LEY 48/2015, DE 29 DE OCTUBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑO 2016 
1. Pensiones. 
En el año 2016 se incrementan en un 0,25 por ciento:
· Las cuantías de las pensiones del sistema de la Seguridad Social y de Clases Pasivas del Estado.

· El subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte de la Ley 13/1982, de 7 de abril.

· Las asignaciones por hijo a cargo con discapacidad mayor de 18 años y afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento.
2. Pensiones no contributivas de invalidez. 
a) Cuantías: Experimentan también una revalorización del 0,25%, quedando su cuantía mínima fijada en 5.150,60 € anuales, que se abonan en 12 mensualidades más dos pagas extraordinarias al año. Los pensionistas de invalidez en su modalidad no contributiva cuyo grado de discapacidad sea igual o superior al 75% y acrediten la necesidad del concurso de otra persona para realizar los actos esenciales de la vida, percibirán además un complemento del 50% 

b) Se modifica el régimen de compatibilidad de las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva: 
La disposición final segunda 2 de la Ley de PGE 2016,  modifica el artículo 147 del Texto Refundido de la Ley General de Seguridad Social. Esta disposición se ha incorporado posteriormente al articulo 366 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, que entrará en vigor el 2/1/2016.

Las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva no impedirán el ejercicio de aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del inválido, y que no representen un cambio en su capacidad de trabajo.
En el caso de personas que con anterioridad al inicio de una actividad lucrativa vinieran percibiendo pensión de invalidez en su modalidad no contributiva, durante los cuatro años siguientes al inicio de la actividad, la suma de la cuantía de la pensión de invalidez y de los ingresos obtenidos por la actividad desarrollada no podrá ser superior, en cómputo anual, al importe, también en cómputo anual, de la suma del indicador público de renta de efectos múltiples, excluidas las pagas extraordinarias (IPREM) y la pensión de invalidez no contributiva vigentes en cada momento. En caso de exceder de dicha cuantía, se minorará el importe de la pensión en la cuantía que resulte necesaria para no sobrepasar dicho límite. Esta reducción no afectará al complemento previsto en el apartado 6 del artículo 145 de esta Ley.

El principal objetivo perseguido por esta modificación normativa, reiteradamente planteada por el CERMI y lograda en negociaciones con el Gobierno, aunque queda aún lejos de lo reclamado, es mejorar la compatibilidad de los ingresos obtenidos por el desarrollo de una actividad laboral o formativa con el percibo de una pensión no contributiva de invalidez para las personas con discapacidad.
Esta medida es beneficiosa para las personas con discapacidad, fomentándose su acceso al mercado de trabajo, sin que por ese motivo dejen de percibir la pensión que reciben del sistema de la Seguridad Social, y también supone un estímulo para la búsqueda de mejores oportunidades laborales o formativas.
Con anterioridad a esta modificación los ingresos a consecuencia de una actividad laboral únicamente eran compatibles con la percepción de una pensión de invalidez no contributiva en aquellos supuestos en que la suma de ambas cuantías en cómputo anual, no supere la del IPREM también en cómputo anual, con la posibilidad de minorar la cuantía de la pensión en el 50 por ciento de ese exceso siempre y cuando no se supere así 1,5 veces la cuantía del IPREM.
Con esta reforma se fija un único límite para la compatibilidad, que será la suma de la pensión no contributiva y el IPREM en 12 pagas; si se excede el mismo, la pensión se verá reducida en la cuantía necesaria para llegar al límite fijado. Todo ello supone un incremento de entre 2 y 4,5 veces la cuantía de la pensión que puede percibir el beneficiario y significa unos 2.000 euros al año, estimándose por el Gobierno un aumento del colectivo de perceptores de hasta el 20 por ciento al aumentar el límite de recursos de 9.585,20 euros/año a 11.526,73 euros/año.
3. Prestaciones por hijo/a a cargo.
Las cuantías anuales de la asignación establecida para los casos en que el hijo o menor acogido a cargo con discapacidad, serán: 

a) 1.000 euros cuando el hijo o menor acogido a cargo tenga un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento (la misma cantidad que en el 2015).
b) 4.414,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años y esté afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento (incremento del 0,25%).
c) 6.622,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años, esté afectado por una discapacidad en un grado igual o superior al 75 por ciento y necesite el concurso de otra persona para realizar los actos más esenciales de la vida (incremento del 0,25%).
En cuanto al Subsidio de movilidad y compensación para gastos de transporte se fija en 759,60 euros/año (incremento del 0,25%).
4. Prestaciones LISMI

Se mantienen congeladas las ayudas de la antigua LISMI (Subsidio de garantía de ingresos mínimos: 149,86 euros/mes; Subsidio por ayuda de tercera personas: 58,45 euros/mes)

5. Autonomía Personal y Dependencia.
a) Se aprueba una dotación de 5 millones de euros al Fondo de Apoyo para la Promoción y Desarrollo de Infraestructuras y Servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, que tiene por objeto prestar apoyo financiero a las empresas que lleven a cabo dicha actividad. Se trata de la misma dotación que se hizo en el 2015. El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, fue creado en la Disposición Adicional sexagésima primera de la Ley 2/2008 de Presupuestos Generales del Estado para 2009 y tiene por objeto prestar apoyo financiero a las empresas que lleven a cabo dicha actividad.

b) La disposición adicional septuagésima sexta procede a la suspensión de la aplicación de determinados preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. En concreto, durante 2016, como en años anteriores, se suspende la aplicación del artículo 7.2, del artículo 8.2.a), del artículo 10, del artículo 32.3, párrafo primero, de la referida Ley.
En síntesis se suspende durante el 2016 el sistema de cooperación entre las Administraciones para el desarrollo del Sistema.

Se trata de:

· La fijación del nivel de protección a través de los Convenios entre la Administración General del Estado y la Administración de cada una de las Comunidades Autónomas.

· La competencia del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia relativa a acordar el Marco de cooperación interadministrativa para el desarrollo de la Ley.

· El marco de Cooperación entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas.
Como novedad en relación al año 2015, se repone la aplicación de la Disposición Transitoria primera de la Ley 39/2006, suspendida entre el 2012 y el 2015, que  obliga al Estado, para favorecer la implantación progresiva del Sistema, establecer anualmente en sus Presupuestos los créditos para la celebración de los convenios con las administraciones de las Comunidades Autónomas.







10 de noviembre de 2015.
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